ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES − Caducidad − Computo
En efecto, el artículo 136 del C.C.A., establecía el término de caducidad de la acción en dos años, y en para esa época se interpretó por esta Corporación, que cuando los contratos requirieran liquidación, éste debía contarse a partir del momento en que ella se efectuara, o de que venciera el término que tenía la administración para la liquidación unilateral. Dicha norma fue sustituída en la Ley 446 de 1998, pero conservando el término de caducidad de dos años para la acción contractual.

La dificultad entonces radica, tal como lo expresa el recurrente, en determinar a partir de qué momento debe empezar a contabilizarse dicho término. Antes de la entrada en vigencia de la Ley 80 de 1993, la Corporación había manifestado que el plazo plausible para la liquidación de común acuerdo entre las partes debía ser de 4 meses, contados a partir de la terminación y vencido éste, si no había acuerdo, debía procederse a la liquidación unilateral por parte de la administración, dentro de los dos meses siguientes, posición que fue luego recogida por la Ley 80 de 1993.

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN − Noción 

La caducidad es un fenómeno jurídico que se presenta en los eventos en que las personas dejan transcurrir el tiempo sin ejercer su derecho en el término establecido por la ley, y en consecuencia, pierde su facultad de accionar ante la jurisdicción. Este término se consagra como desarrollo del principio de seguridad jurídica, puesto que asegura la existencia de un plazo objetivo para que el ciudadano pueda hacer efectivos sus derechos; tradicionalmente se ha considerado que no puede ser materia de convención antes de su cumplimiento, o de renuncia, una vez cumplido.

La caducidad es una figura procesal que extingue la acción por el no ejercicio de la misma en el término perentorio establecido por el legislador, no admite renuncia ni suspensión, salvo en el evento de presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho y  se interrumpe con la demanda. Su consagración en el ordenamiento jurídico está orientada a ofrecer certeza jurídica a quienes tienen interés en acudir a la justicia para obtener la protección de sus derechos y también a la colectividad a la cual debe garantizársele la seguridad jurídica, de tal modo que cuando se desconoce el término de caducidad, se vulnera el derecho al debido proceso.
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Referencia: APELACION SENTENCIA - MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES

Resuelve la Subsección el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Descongestión para Santander, Norte de Santander y Cesar, el 28 de febrero de de 2005, por medio de la cual declaró la caducidad de la acción.

I. ANTECEDENTES

1.1. La demanda

Mediante escrito presentado el 18 de diciembre de 1998, ante el Tribunal Administrativo de Santander, la sociedad demandante, por intermedio de apoderado, presentó demanda solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas:

“1. Se declare y reconozca que hay responsabilidad contractual derivada de las acciones y omisiones a que se refiere el art. 50 de la Ley 80 de 1993, por parte de la entidad AREA METROPOLITANA DE BUCARAMANGA con respecto a las relaciones contractuales derivadas del contrato 235 de 1993 celebrado el 12 de octubre de ese año entre PUYANA CONSTRUCCIONES S.A., PUCON S.A. y el AREA METROPOLITANA DE BUCARAMANGA.

2. Se condene al AREA METROPOLITANA DE BUCARAMANGA a pagar la indemnización por la disminución patrimonial ocasionada, la prolongación de la misma y la ganancia, beneficio o provecho dejados de percibir por PUYANA CONSTRUCCIONES S.A., PUCON S.A. 

3. De otro lado, en virtud de lo dispuesto por el art. 35 numeral 18 de la misma Ley 80, se declare y reconozca que por el SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO, la reclamación presentada el 14 de marzo de 1996 con relación al desequilibrio en la ecuación económica del contrato No. 235-93 para la construcción del acceso norte del viaducto La Flora, se entiende resuelta a favor de PUYANA CONSTRUCCIONES S.A., PUCON S.A., en cuantía de $540.922.974,39, desde el 19 de junio de 1996, con fundamento en la escritura pública No. 0940 del 19 de junio de 1996 otorgada en la Notaría Novena del Círculo de Bucaramanga. 

4. Todas las anteriores declaraciones, reconocimientos y condenas con la actualización que resulte por la pérdida del poder adquisitivo, contra el AREA METROPOLITANA DE BUCARAMANGA, cuyo gerente es el Dr. MIGUEL LÓPEZ ACEVEDO o quien haga sus veces, también mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, domicilio que también es de su representada. 

5. Que se produzcan similares declaraciones, reconocimientos, condenas y actualización, en defecto de las anteriores peticiones, por incumplimiento en la liquidación del contrato, con violación del art. 60 de la Ley 80 de 1993. 

Todo ello determinando el capital y con reconocimiento y declaración de causación de los respectivos intereses del art. 1º del Decreto 679 de 1994 desde cuando se hicieron exigibles hasta el día de la solución o pago total de la obligación; así como de los honorarios del 15% a que se refiere la escritura pública No. 0940 del 19 de junio de 1996, a favor del suscrito. 

En el momento oportuno el Honorable Tribunal se servirá condenar a la demandada AREA METROPOLITANA DE BUCARAMANGA al pago de las costas que ocasione este proceso. 

1.2. Hechos

Las pretensiones tienen fundamento en los siguientes hechos:

1. La sociedad Puyana Construcciones S.A. celebró el contrato No. 235 de 1993, con el Área Metropolitana de Bucaramanga, para la construcción del acceso norte del Viaducto La Flora. 

2. Una vez ejecutado el contrato y entregada la obra, para efectuar la liquidación del contrato, el gerente de la sociedad presentó reclamación administrativa el 14 de marzo de 1996, la cual no fue resuelta por la entidad contratante. 

3. Debido a la falta de respuesta, el 19 de junio de 1996, el gerente de la sociedad presentó declaración extraprocesal en la que indicó que no había obtenido respuesta de la entidad y posteriormente, mediante escritura pública No. 940 del 19 de junio de 1996, protocolizó la existencia del silencio administrativo positivo, respecto de la reclamación presentada al Área Metropolitana de Bucaramanga por la suma de $540.022.974,39, a la cual debía agregársele el incremento del IPC y los honorarios profesionales del apoderado judicial, fijados en el 15% del valor reclamado.

4. La primera copia de la escritura pública arriba relacionada, que se acompaña con la demanda, está amparada por presunción de legalidad, constituye plena prueba contra la entidad y la obligación que consta en dicho título puede ser demandada ejecutivamente conforme con el artículo 499 del C.P.C, en concordancia con los arts. 254 y 265, ya que contiene una obligación clara, expresa y actualmente exigible, de pagar una cantidad líquida de dinero e intereses.  

5. De acuerdo con lo previsto en el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, los contratos estatales deben ser liquidados, procedimiento que debía efectuarse, a más tardar, antes del vencimiento de los cuatro meses siguientes a la finalización del mismo, mediante acta en la que constaran los acuerdos, conciliaciones y transacciones entre las partes. Es de anotar que el contratista siempre estuvo dispuesto a lograr un arreglo con la entidad contratante, pero no se logró el mismo por la posición absurda asumida por la entidad. 

6. Mediante comunicación del 22 de diciembre de 1996, la entidad ofreció al contratista el pago de $9.836.259,13 por concepto de intereses, suma irrisoria frente a la reclamación presentada por la sociedad.

7. La demandante ha visto afectado su patrimonio, y desde esa época, ha padecido situaciones económicas muy difíciles que la han mantenido por fuera de toda posibilidad de celebrar contratos en el sector público, a lo que se suma la pérdida del poder adquisitivo del dinero adeudado, desde el año 1995, hasta cuando se restablezca el equilibrio contractual. 

8. Los diferentes Alcaldes del Municipio de Bucaramanga, a pesar de conocer la situación, nunca propiciaron la búsqueda de acuerdos efectivos para solucionarla.

1.3. Trámite en primera instancia y contestación de la demanda 
Mediante auto del 13 de julio de 1999, el Tribunal Administrativo de Santander admitió la demanda, ordenó fijar en lista y notificar a las partes
.

El Área Metropolitana de Bucaramanga, a través de apoderado, contestó la demanda oponiéndose a las pretensiones de la misma, aduciendo que no es procedente la reclamación contractual con base en lo dispuesto en la Ley 80 de 1993, porque la norma aplicable al contrato era el Decreto 222 de 1983, (teniendo en cuenta que la Ley 80 no había entrado en vigencia) en donde no se estableció un término perentorio para la liquidación de los contratos. 

En relación con los hechos, se negaron algunos de los relacionados en la demanda, y se indicó que no se configuró un silencio administrativo positivo, porque dicha figura solo opera en los casos previstos en la ley y éste no era uno de ellos, ya que el Decreto 222 de 1983, no contenía una disposición similar al numeral 16 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993. 

De igual forma, el apoderado manifestó que de acuerdo con la jurisprudencia, la escritura de protocolización de un presunto silencio administrativo no constituye título ejecutivo. 

Propuso la excepción de inepta demanda, porque las pretensiones se basan en normas no aplicables al caso, ya que la ley del contrato era el Decreto 222 de 1983, y también porque no se allegaron las pruebas para sustentar la demanda, fundamentalmente, porque la escritura de protocolización del silencio administrativo positivo no es suficiente, además que en este caso concreto, no se dan los requisitos necesarios para que opere dicha figura.

De igual forma, planteó la excepción de inexistencia de la obligación en la cuantía que se reclama, la excepción genérica, y la caducidad de la acción, porque se superó el término de dos años previsto por la ley para el ejercicio de la acción contractual
.

El Tribunal Administrativo de Santander, mediante auto del 19 de abril de 1999, abrió el proceso a pruebas y decretó las solicitadas por las partes
.
Agotado el periodo probatorio, mediante auto del 12 de julio de 2004, se corrió traslado para alegatos de conclusión
.  

El apoderado de la parte actora alegó de conclusión reiterando los argumentos expuestos en la demanda sobre la reclamación del contratista que no fue respondida por la entidad contratante
.

A su vez, el apoderado del Área Metropolitana de Bucaramanga presentó alegatos en conclusión, en los que reiteró los argumentos sobre caducidad de la acción, teniendo en cuenta que el contrato se celebró en 1993 y terminó el 19 de julio de 1995, fecha a partir de la cual debía empezar a contarse los cuatro meses para la liquidación de mutuo acuerdo y dos meses para la liquidación unilateral, después de lo cual debía empezar a contarse el término de dos años para el ejercicio de la acción contractual
.  

1.4. Sentencia de primera instancia 

El Tribunal Administrativo de Santander profirió sentencia el 28 de febrero de 2005, en la cual declaró probada la excepción de caducidad de la acción
. 

En efecto, consideró que de acuerdo con los documentos allegados al proceso, era posible inferir que había operado la caducidad de la acción.

Explicó que en el contrato no se estipuló un término para realizar la liquidación de común acuerdo entre las partes, pero pasados dos meses, la administración debió liquidar unilateralmente el contrato. Así, la obligación de liquidar el contrato se mantuvo desde el 19 de julio de 1995,  fecha de la entrega final de las obras, hasta el 19 de noviembre del mismo año, más dos meses correspondientes a la liquidación unilateral, es decir hasta el 19 de enero de 1996, fecha desde la cual debían empezar a contarse los dos años de la caducidad de la acción contractual, pero la demanda fue presentada el 18 de diciembre de 1998. 

1.5. Recurso de apelación y trámite en segunda instancia 

Contra la anterior decisión, la parte actora presentó recurso de apelación en el que manifestó su inconformidad con el fallo, al considerar que se incurrió en un error en la apreciación de los hechos, porque se omitió considerar que al final sí hubo respuesta del Área Metropolitana de Bucaramanga, con relación a las reclamaciones, ya que mediante oficio del 22 de diciembre de 1996, hizo el ofrecimiento de reconocer los intereses por valor de $9.000.000.

Adujo también que la responsabilidad contractual de la entidad, conforme al artículo 50 de la Ley 80 de 1993 se da por actuaciones, hechos, abstenciones y omisiones antijurídicas que le sean imputables y que causen perjuicios a los contratistas, y señaló que la prescripción de las acciones de responsabilidad contractual es de veinte años, según el mandato del artículo 55 ibídem. 

Asimismo, consideró que la liquidación unilateral del contrato era la única alternativa para destrabar las diferencias entre las partes, ya que no llegaron a acuerdos, circunstancia que llevó a que el contratista concretara su reclamación el 14 de marzo de 1996, por las omisiones de la entidad contratante, silencio elevado a escritura pública No. 0940 de ese año, e informado al contratante sin que se pronunciara al respecto. 

Adujo el impugnante, que solo recibió una comunicación el 22 de diciembre, lo cual prueba que para ese momento todavía no existía la liquidación unilateral del contrato, tampoco se pactó término para cumplir esa obligación. 

De igual forma, manifestó que antes de interponer la presente acción, promovió proceso ejecutivo con base en el título configurado con el silencio administrativo positivo, pero la demanda fue inadmitida. Por esa razón presentó acción de controversias contractuales el 18 de diciembre de 1998, respetando el término de dos años a que se refiere el artículo 136 del C.C.A., los cuales deben contarse a partir de la comunicación del 22 de diciembre de 1996,  ya que la pretensión se fundamenta en la omisión de liquidación del contrato, hecho indefinido que se ha perpetuado en el tiempo, teniendo en cuenta que nunca se liquidó unilateralmente el contrato.

Sostuvo que no puede aceptarse que a este caso se le aplique la Ley 446 de 1998 porque para la época de los hechos aún no estaba vigente, pues fue expedida el 7 de julio de 1998 y los hechos datan de finales de 1996. Pero aún de aceptarse esa posibilidad, los dos meses de que trata el numeral 10 del artículo 44 que modificó el artículo 16 del C.C.A., irían al mes de septiembre de 1998, y según las cuentas del Tribunal se extenderían hasta noviembre de 1998, por lo que la caducidad se configuraría entonces en noviembre de 2000.

Finalmente, insistió, en que de acuerdo con el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, las leyes de sustanciación y ritualidad de los juicios son de aplicación inmediata, pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, como en este caso, se regirían por la ley vigente al tiempo de su iniciación.

Al efecto solicitó ordenar al Área Metropolitana allegar certificación sobre la liquidación del contrato y sobre el silencio administrativo positivo invocado, protocolizado en escritura pública, y certificar durante cuánto tiempo hubo inestabilidad y parálisis en dichas oficinas públicas en los años 1996 a 1999, y las razones de ello.

Mediante auto del 7 de diciembre de 2005, se admitió el recurso de apelación y en providencia del 9 de febrero de 2007, se negó la solicitud de pruebas formulada en el recurso de apelación, por cuanto no se cumplían los requisitos exigidos en el artículo 214 del C.C.A.
.

Posteriormente, por medio de auto calendado el 9 de marzo de 2007, se concedió término para presentar alegatos de conclusión, el cual transcurrió sin pronunciamiento de las partes
.

El Ministerio Público emitió concepto en el que solicitó confirmar el fallo apelado al considerar que, efectivamente, operó la caducidad de la acción. 

Para la Agencia Fiscal, es irrelevante la discusión en torno a cuál es la norma aplicable en materia de caducidad, teniendo en cuenta que el artículo 136 del C.C.A., disponía que el término era de dos años y ese aspecto no fue modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998, de ahí que lo fundamental fuese la determinación de la circunstancia que debe tenerse en cuenta para empezar a contar el término
.

En criterio del Ministerio Público, la parte actora no acreditó debidamente la existencia del contrato, toda vez que se aportaron copias simples de los documentos, carga probatoria que le correspondía al demandante, y que al ser incumplida, obliga a tomar como base para contabilizar el término, el plazo establecido para la liquidación.  

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia

El Consejo de Estado es competente para conocer del presente asunto, en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en un proceso iniciado en ejercicio de la acción de controversias contractuales con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que, conforme a lo dispuesto por el artículo 132 y el artículo 265 del Código Contencioso Administrativo -modificado por el artículo 4º del Decreto 597 de 1988- aplicables en el sub examine, la cuantía exigida para que un asunto de esta naturaleza fuera conocido en primera instancia por los tribunales administrativos,  para la época de presentación de la demanda – 18 de diciembre de 1998 –, era de $ 18.850.000.oo y en el presente caso, la parte actora estimó la cuantía de la misma en $540.922.974,39.
2.2. Las pruebas 

De las pruebas allegadas al proceso resultan relevantes las siguientes:

1. Copia simple de la escritura pública No. 0940, otorgada por el señor Jesús Enrique Puyana Mejía, en su condición de gerente y representante legal de la sociedad Puyana Construcciones S.A., mediante la cual, se protocolizó el silencio administrativo positivo, respecto de la reclamación para el reconocimiento del desequilibrio económico del contrato, presentada por el otorgante ante el Área Metropolitana de Bucaramanga.  A este documento se acompañó copia de la reclamación, del certificado de existencia y representación legal, declaración extraproceso del señor Puyana y copia del contrato 235 de 1993, que dio origen a la reclamación
.

2. Copia simple de la Ordenanza No. 20, de diciembre 15 de 1981, mediante la cual se dispuso el funcionamiento del Área Metropolitana de Bucaramanga
.

3. Copia simple del contrato No. 235 de 1993, celebrado entre el Área Metropolitana de Bucaramanga y la firma Puyana Construcciones S.A. - Pucon S.A., cuyo objeto era la construcción y pavimentación del acceso al viaducto La Flora, Sector Conucos, por valor de $524.010.726 y cuyo plazo inicial fue de 180 días calendario, contados a partir de que se expidiera la orden de iniciación de la obra. En el acuerdo negocial no se estableció un plazo para la efectuar la liquidación del contrato, simplemente se señaló que “A la terminación del presente contrato, las partes suscribirán un acta en la cual conste detalladamente la liquidación definitiva del presente contrato, la constancia de recibo a satisfacción de las obras y la certificación por parte de El Área Metropolitana de Paz y Salvo a favor del CONTRATISTA por todo concepto….”
.

4. Copia simple de la Resolución No. 0254 del 24 de julio de 1995, mediante la cual, se declara el incumplimiento parcial del contrato No. 235 de 1993, y se hace efectiva una multa. En las consideraciones del dicho acto se hizo constar que el contrato fue adicionado en cinco oportunidades, que la fecha de entrega final de la obra, fue el 19 de julio de 1995. Se allegó copia simple de la Resolución No. 0322 en la que se resolvió el recurso de reposición presentado contra la imposición de la multa
. 

5. Declaraciones de la doctora Edith Maritza Pérez Angulo, quien fue asesora jurídica del Área Metropolitana de Bucaramanga, que manifestó que no era cierto que la entidad hubiera quedado acéfala, puesto que siempre tuvo un gerente, y cuando éste renunciaba, se encargaba a algún Secretario de la Alcaldía. Explicó, además que el Alcalde simplemente se limitaba a ser parte de la Junta Directiva, ya que el Área Metropolitana era una entidad con autonomía administrativa y presupuestal, representada legalmente por un gerente. Manifestó también, que en la ejecución de la obra se presentaron inconvenientes con las empresas de servicios públicos por la existencia de redes y obstáculos
.

6. Declaración del doctor Cesar Augusto Moreno Prada, quien se desempeñó como gerente del Área Metropolitana, que manifestó que después de la imposición de la multa a la firma Pucon, la empresa presentó una reclamación, el 14 de marzo de 1996, de la cual se dio traslado a la empresa interventora ETA S.A. y ella le dio respuesta el día 19 de julio de 1996, documento que reposa en los archivos de la entidad, y cuya copia seguramente fue remitida al contratista para su conocimiento. Adicionalmente, negó que en algún momento la entidad hubiera permanecido sin gerente y que el Alcalde no hubiera adelantado gestiones para solucionar los problemas presentados
.

7. Testimonio del doctor Jaime José Niño Infante, quien fue director del  proyecto por parte de la interventoría, que y manifestó que en el contrato se presentaron inconvenientes que dieron lugar a la suspensión de las obras, porque no se actuó coordinadamente con las empresas de servicios públicos,  además de que hubo conflictos con algunos habitantes del sector. 

Señaló que se presentó un accidente en la obra, porque cuando se estaba fundiendo el puente, colapsó la cimbra del mismo, lo cual tuvo como consecuencia que en varias oportunidades se tuviera que ampliar el plazo para la ejecución de la obra y se suscribieran contratos accesorios para ejecutar obras de acueducto y alcantarillado, no incluidas en el contrato original, pero en su criterio, también se presentaron demoras e incumplimiento del contratista, que dieron lugar a la imposición de una multa. 

El doctor Niño manifestó que no tenía conocimiento de si se realizó la liquidación del contrato, pero confirmó que el contratista presentó una reclamación que fue puesta en conocimiento de la interventoría, que elaboró un informe técnico
.  

8. Oficio GAMB.OJ 1255-96, suscrito por el Gerente del Área Metropolitana de Bucaramanga, calendada el 23 de julio de 1996, mediante el cual solicitó al contratista que se presentara en la entidad, para proceder a suscribir el acta de liquidación del contrato, dentro de los tres días siguientes al recibo de la comunicación. De igual forma dijo:

“Por otra parte, analizada la escritura No. 09/40 (sic) de la Notaría Novena allegada por usted, la entidad ha considerado que esta carece de fundamento legal en razón a que el artículo 25 de la Ley 80 de 1993 determina, “En las solicitudes que se presente en el curso de la ejecución del contrato, si la entidad estatal no se pronuncia dentro del término de tres (3) meses siguientes, se entenderá que la decisión es favorable a las pretensiones del solicitante en virtud del silencio administrativo positivo…” Es claro determinar que la entidad dio curso a su solicitud dentro de los dos (2) días siguientes y envió su petición a la firma interventora ETA LTDA., solicitud que requería de un estudio técnico especializado el que una vez conocido por la entidad fue puesto a su disposición y conocimiento. 

(…)

Es claro que el Área se pronunció a la petición dentro de los tres (3) meses contados a partir del momento en que se solicitó el concepto técnico a ETA S.A.”
.

 9. Oficio GAM 1573-96, fechado el 2 de noviembre de 1996, mediante el cual citan al contratista a una reunión para acordar el pago de los intereses que la entidad debe cancelar con ocasión del contrato de la referencia
. 

10. Oficio GAMB 1602 del 22 de diciembre de 1996, mediante el cual se le informa que el monto de los intereses a reconocer en el contrato 235 de 1993 es de $9.836.259,13
. 

2.3. Análisis del caso concreto

En primer lugar debe anotarse que el contrato fue celebrado bajo la vigencia del Decreto 222 de 1983, antes de la expedición de la Ley 80 de 1993, y de acuerdo con las pruebas, en la ejecución del mismo se presentaron varios inconvenientes que dieron lugar a la suspensión y, posteriormente, a la ampliación del plazo y a la celebración de varios contratos adicionales, de modo que la entrega final de la obra se produjo el 19 de julio de 1995. 

Por otra parte, la demanda fue presentada el 18 de diciembre de 1998, fecha para la cual ya había entrado en vigencia la Ley  446 de 1998, lo cual ocurrió el 8 de julio de 1998. Por tanto, es la aplicable a este caso concreto, en virtud de lo dispuesto en el artículo  40 de la Ley 153 de 1887, hoy modificado por el artículo 624 de la Ley 1564 de 2012 -C.G.P
, que establece que: “Las leyes concernientes a la ritualidad y sustanciación de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”.

En efecto, el artículo 136 del C.C.A., establecía el término de caducidad de la acción en dos años, y en para esa época se interpretó por esta Corporación, que cuando los contratos requirieran liquidación, éste debía contarse a partir del momento en que ella se efectuara, o de que venciera el término que tenía la administración para la liquidación unilateral
. Dicha norma fue sustituída en la Ley 446 de 1998, pero conservando el término de caducidad de dos años para la acción contractual.

La dificultad entonces radica, tal como lo expresa el recurrente, en determinar a partir de qué momento debe empezar a contabilizarse dicho término. 

Antes de la entrada en vigencia de la Ley 80 de 1993, la Corporación había manifestado que el plazo plausible para la liquidación de común acuerdo entre las partes debía ser de 4 meses, contados a partir de la terminación y vencido éste, si no había acuerdo, debía procederse a la liquidación unilateral por parte de la administración, dentro de los dos meses siguientes, posición que fue luego recogida por la Ley 80 de 1993.

En el presente caso, las partes establecieron que la liquidación del contrato se efectuaría cuando se hiciera entrega de la obra, y el contratista presentara los documentos exigidos para ello, pero no se fijó un plazo perentorio para el cumplimiento de esa obligación. Sin embargo, como las partes no llegaron a ningún acuerdo para la liquidación, la entidad tenía el deber de liquidar unilateralmente el contrato, para lo cual contaba con un término máximo de dos meses.

Así, si la entrega final de la obra se produjo el 19 de julio de 1995, hasta el 19 de noviembre había oportunidad para la liquidación de común acuerdo y dos meses más para la liquidación por parte de la entidad, los cuales vencieron entonces el 19 de enero de 1996, fecha a partir de la cual deben empezar a contarse los dos años previstos en la norma para la caducidad de la acción.

Vale la pena resaltar, que en este caso, la reclamación presentada por el contratista o la comunicación remitida por la entidad ofreciendo el pago de los intereses adeudados al contratista, no tienen la virtud de interrumpir el  término de caducidad, ya que es la misma ley la que establece los eventos en los cuales el término puede ser suspendido (como en el caso de la conciliación prejudicial), pero la norma es clara en disponer que en aquellos contratos que deban ser liquidados, la caducidad se cuenta a partir del vencimiento el término previsto para la liquidación.

A juicio de la Sala, de acogerse el planteamiento de la parte actora, se dejaría librada a la voluntad de las partes la configuración de la caducidad, lo que es contrario a la naturaleza de la norma y de la figura jurídica, puesto que se trata de normas de orden público y de obligatorio cumplimiento, comoquiera que tienden a garantizar la seguridad jurídica y la protección de los derechos de los asociados.   

La caducidad es un fenómeno jurídico que se presenta en los eventos en que las personas dejan transcurrir el tiempo sin ejercer su derecho en el término establecido por la ley, y en consecuencia, pierde su facultad de accionar ante la jurisdicción. Este término se consagra como desarrollo del principio de seguridad jurídica, puesto que asegura la existencia de un plazo objetivo para que el ciudadano pueda hacer efectivos sus derechos; tradicionalmente se ha considerado que no puede ser materia de convención antes de su cumplimiento, o de renuncia, una vez cumplido. 

La caducidad es una figura procesal que extingue la acción por el no ejercicio de la misma en el término perentorio establecido por el legislador, no admite renuncia ni suspensión, salvo en el evento de presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho y  se interrumpe con la demanda. 

Su consagración en el ordenamiento jurídico está orientada a ofrecer certeza jurídica a quienes tienen interés en acudir a la justicia para obtener la protección de sus derechos y también a la colectividad a la cual debe garantizársele la seguridad jurídica, de tal modo que cuando se desconoce el término de caducidad, se vulnera el derecho al debido proceso.

En esas circunstancias es claro que la demanda es inepta por falta del presupuesto procesal de demanda en forma. La anterior posición ha sido fijada por la Jurisprudencia de la Subsección C, cuando en pronunciamiento  anterior sostuvo que “ […] En esas circunstancias es claro que la demanda es inepta por falta de ese otro presupuesto sustancial de la acción (...) De lo anterior se concluye que se encuentra probada la excepción de inepta demanda por falta de uno de los presupuestos sustanciales de la acción incoada mediante ella, por lo tanto la Sala, en uso de su facultad oficiosa prevista en el artículo 164, inciso segundo, del C.C.A., así lo declarará(…) en orden a lo cual revocará la sentencia apelada […]”.
 

Lo anotado es suficiente para que la Sala, confirme la sentencia apelada por encontrar probada la excepción de caducidad de la acción.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: Confirmar la sentencia del  28 de febrero de 2005, en cuanto declaró probada la excepción de caducidad de la acción.

SEGUNDO.-  En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidente de la Sala

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
� Fls. 48  a 50.





� Fls. 54 a 64. 


� Fl. 87.


� Fls. 115. 


� Fls. 116 a 119.


� Fls. 120 a 126.


� Fls. 127 a 155. 


� Fls. 166 y 168. 


� Fls. 170.


� Fls. 172 a 190.


� Fls. 4 a 21.


� Fls. 22 a 23.


� Fls. 25 a 41


� Fls. 67 a 84.


� Fls. 90 a 97.


� Fls. 98 a 102.


� Fls. 103 a 111.


� Fls. 1, c.pruebas.


� Fl 2. C. pruebas.


� Fl. 3, c. pruebas.


�  Art. 624 del C.G. P. que dice: Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así: "Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 


Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 


La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad". 





� Consejo de Estado, sentencia de junio 22 de 2000, exp. 12723.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 10 de septiembre de 2014, rad. 27203. MP Olga Mélida Valle de De la Hoz.





